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ASUNTO: ACCESO A LA INFORMACIÓN  

Con fecha 16/02/2021 tuvo entrada en el registro de esta Consejería la siguiente solicitud de 
acceso a la información pública, referida a:  

  
"Solicito saber el número de cargos directivos de la Consejería de Sanidad -tanto direcciones médicas 
como gerencias de hospitales- y qué altos cargos del Gobierno de la Comunidad de Madrid han recibido 
la vacuna contra la COVID-19.  
Solicito esa información desglosada por fechas y por centros."  

  

Una vez analizada la información solicitada, se ha comprobado que afecta a materias sobre las que 
actúan los límites recogidos en el artículo 35 
10/2019, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
en concreto datos relativos a la salud de las personas incluidos en su historia clínica.  

Por tanto, de conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 de la Ley 10/2019, de 10 de 
abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid,  la Dirección General de 
Salud Pública   
 

RESUELVE  

Denegar la información solicitada en aplicación de la siguiente normativa y motivación: 

 Artículos 34 y 35 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de 
la Comunidad de Madrid  

4. Límites al derecho de acceso.
 
1. El derecho de acceso a la información pública sólo podrá ser limitado o denegado en los supuestos 
previstos en la normativa de la Unión Europea y en la legislación básica del Estado. 
2. La aplicación de los límites a que se refiere el apartado anterior será justificada y proporcionada a su 
objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la 
concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso. 
 
 

  
  



 
 
 
Artículo 35. Protección de datos personales. 

1. Las solicitudes de acceso a información que contenga datos personales de categoría especial se regirán 
por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril, 
general de protección de datos, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, y en la legislación básica reguladora del derecho de 
acceso a la información pública. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u 
otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija 
la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información 
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 

Para la realización de la citada ponderación, el órgano tomará particularmente en consideración los 
criterios establecidos en el artículo 15.3 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a 
la información pública y buen gobierno, así como los criterios de aplicación que puedan adoptarse 
conforme a lo previsto en la disposición adicional quinta de la misma Ley. Tendrá también en cuenta los 
criterios que adopte la Agencia Española de Protección de Datos y el Consejo de Transparencia y 
Participación de la Comunidad de Madrid, en cuanto a la protección de datos personales. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación o 
anonimizando de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas 
afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los 
 

 Artículo 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno. 

Artículo 15. Protección de datos personales. 

1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, 
religión o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el 
consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho 
manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso. 

Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al origen racial, a la salud o a la vida 
sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos a la comisión de infracciones 
penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso solo se podrá 
autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera 
amparado por una norma con rango de ley. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros 
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija 
la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información 
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los 
siguientes criterios: 



a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de 
la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan 
la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente 
contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento 
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de 
los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los 
obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso. 

 Apartado 1, letras a, b y f) del artículo 5 del Reglamento (UE) 2016/679 de 27 de abril de 
2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 
datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE  

Los datos personales serán:  
a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y 
transparencia»); 
b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera 
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos 
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines 
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);  
f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la 
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental, 
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»). 
 
Por otro lado, y en cuanto al tratamiento de categorías especiales de datos personales, como son los de 
salud, debemos estar a lo establecido en el artículo 9 del RGPD que establece:  
 

 
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones 
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos, 
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud 
o datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.  
2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:  
a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o 
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros establezca 
que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado; 
b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos 
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y 
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un 
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del 
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;  
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el 
supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento; d) el 
tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por una 
fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, 
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros actuales 
o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en relación con 
sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el consentimiento de los 
interesados;  
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;  



 

Estos principios informan los tratamientos de datos personales que se efectúan, incluso en 
situaciones de emergencia sanitaria como la que ha provocado el COVID-19, tal y como se encargó 
de señalar la Autoridad de Control, la Agencia Española de Protección de Datos, en su informe 
jurídico 17/2020. 

 Disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, en cuanto a la protección de datos 
y transparencia y acceso a la información pública. 

La publicidad activa y el acceso a la información pública regulados por el Título I de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, así como las obligaciones 
de publicidad activa establecidas por la legislación autonómica, se someterán, cuando la información 
contenga datos personales, a lo dispuesto en los artículos 5.3 y 15 de la Ley 19/2013, en el Reglamento (UE) 
2016/679 y en la presente ley orgánica. 

Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros 
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 

 Artículo 16.3 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía 
del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación 
clínica,  

El acceso a la historia clínica con fines judiciales, epidemiológicos, de salud pública, de investigación o de 
docencia, se rige por lo dispuesto en la legislación vigente en materia de protección de datos personales, y 
en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y demás normas de aplicación en cada caso. El acceso 
a la historia clínica con estos fines obliga a preservar los datos de identificación personal del paciente, 
separados de los de carácter clinicoasistencial, de manera que, como regla general, quede asegurado el 
anonimato, salvo que el propio paciente haya dado su consentimiento para no separarlos. 

Se exceptúan los supuestos de investigación previstos en el apartado 2 de la Disposición adicional 
decimoséptima de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales. 

Asimismo se exceptúan los supuestos de investigación de la autoridad judicial en los que se considere 
imprescindible la unificación de los datos identificativos con los clinicoasistenciales, en los cuales se estará 
a lo que dispongan los jueces y tribunales en el proceso correspondiente. El acceso a los datos y documentos 
de la historia clínica queda limitado estrictamente a los fines específicos de cada caso. 

Cuando ello sea necesario para la prevención de un riesgo o peligro grave para la salud de la población, las 
Administraciones sanitarias a las que se refiere la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, 
podrán acceder a los datos identificativos de los pacientes por razones epidemiológicas o de protección de 
la salud pública. El acceso habrá de realizarse, en todo caso, por un profesional sanitario sujeto al secreto 
profesional o por otra persona sujeta, asimismo, a una obligación equivalente de secreto, previa motivación 
por parte de la Administración que so   
 

En aplicación de todo ello cabe concluir: 

El registro de vacunación de la Comunidad de Madrid, al tratar datos de salud, tiene consideración 

información que se considere trascendental para el conocimiento veraz y actualizado del estado 
 

A los datos de dicho registro quedan justificados los accesos contemplados en la norma, incluidos 
los de comprobación de la calidad de la asistencia, el respeto de los derechos del paciente o 
cualquier otra obligación del centro en relación con los pacientes y usuarios o la propia 
Administración sanitaria, por parte del personal sanitario debidamente acreditado que ejerza 
funciones de inspección, evaluación, acreditación y planificación.   



El derecho a la información de terceros no queda amparado en los accesos permitidos a este 
registro de datos especialmente protegidos.  

Conforme lo verificado en la normativa de protección de datos, no puede atenderse la solicitud, 
en el sentido de facilitar los datos de los altos cargos vacunados, ya que sería un tratamiento de 
datos personales no conforme lo establecido en la normativa al no estar legitimado tanto en 
cuanto no se estima que concurra ninguna de las circunstancias habilitantes para ello. 

    

En Madrid, a fecha de la firma 

 

 

 

La Directora General de Salud Pública 

 

 
  
  
  
  
 
 
 
 
 
 
  
  

D.G. de Salud Pública   
C/ O'Donnell, 55 - 4ª planta. Madrid (28009)   

Firmado digitalmente por: ANDRADAS ARAGONES ELENA
Fecha: 2021.03.18 20:21




